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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Julio Fernández, Vicepresidente. 
MIEMBROS: Señores Representantes Juan José Domínguez y Jorge Schiappapietra. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Eduardo Brenta y Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Señores Gustavo Vilaró, Presidente; contador Juan Young, Vicepresidente; Mario Castro, 
Director; contadora Graciela Vidal, Gerente de Reclamaciones de Automóviles; doctor Jorge 
Presa, Director de Reclamaciones y doctor Washington Germano, Secretario Letrado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el honor de recibir a una delegación del Directorio del Banco de 
Seguros, integrada por el señor Gustavo Vilaró, Presidente, el contador Juan Young, Vicepresidente, el 
señor Mario Castro, Director, la contadora Graciela Vidal, Gerenta de Reclamaciones de Automóviles, 
el doctor Jorge Presa, Director de Reclamaciones, y al doctor Washington Germano, Secretario 
General Letrado. 


SEÑOR VILARÓ.- Quiero hacer una aclaración. 


Esta Comisión nos envió dos proyectos: uno referido al uso de las luces bajas y, el otro, sobre la prevención y 
el seguro obligatorio de responsabilidad civil. 


Con respecto al primero, el Banco no tiene una experiencia que le permita aportar algún elemento de juicio, 
más de lo que pueda surgir de la experiencia de otros países. Nosotros no tenemos una experiencia propia, un 
análisis o un trabajo sobre el tema que nos permita aportar elementos de juicio significativos. 


En cuanto al proyecto sobre el seguro obligatorio de responsabilidad civil, el Banco tiene analizado -traemos 
algunos comentarios al respecto- el proyecto que se trató en otra Comisión durante la Legislatura pasada y 
que tuvo media sanción en la Cámara de Diputados. Vamos a hacer comentarios sobre ese proyecto porque 
era el que estaba más avanzado y sobre el que el Banco ya había trabajado y tenía una opinión formada. El 
proyecto que ustedes nos enviaron en buena parte recoge una iniciativa del Banco presentada en otro 
momento. Por tanto, vamos a referirnos a este proyecto que figura en el Repartido N* 51 de abril del año 
2000, Carpeta N* 131/2000. 


No tenemos comentarios significativos para hacer en cuanto a los primeros artículos del proyecto, que 
refieren a la prevención de accidentes. Se trata de un proyecto muy claro y simple. 


Con respecto al seguro obligatorio de responsabilidad civil, tenemos algunos comentarios de tipo técnico, de 
redacción o de precisiones. También tenemos una preocupación fundamental, que es lo que yo quisiera 
expresar en primera instancia. 


El Banco ha presentado varios proyectos al Parlamento sobre seguros obligatorios de responsabilidad civil 
porque su experiencia aseguradora y su contacto con el mercado ha demostrado la necesidad de esa 
cobertura. Los problemas diarios que enfrenta el Banco ante situaciones que quedan sin reparaciones y que 
toma noticia, lo han sensibilizado al punto de haber presentado iniciativas en distintas oportunidades para dar 
una cobertura más amplia. En tal sentido, pensamos que es necesario inscribir el proyecto de seguro de 
responsabilidad civil en un marco más amplio de prevención que el que hoy tiene el país. 


El artículo 19, que es muy importante, hace referencia a cómo dar la prestación, la indemnización o el reparo 
a la persona lesionada cuando el causante del daño no tiene seguro o se da a la fuga. Acá hay un mecanismo 
que propone repartirlo, pero eso no va a funcionar bien y va a generar un descrédito muy grande sobre este 
seguro obligatorio si la gran mayoría no tiene el seguro. Entonces, las compañías aseguradoras que vamos a 
hacer frente a esos costos, tendremos que trasladar dichos costos a las primas de los que tienen seguro. De 
esa manera vamos a estar generando un subsidio cruzado de los que tienen voluntad de asegurar, conciencia 
aseguradora y compran una póliza con aquellos que no tienen esa misma actitud, lo que generará un conflicto 
a nivel de la sociedad. 


Por esta razón, pensamos que es muy importante establecer mecanismos que den soluciones integrales al 
tema y que, de alguna manera, permitan fiscalizar. Para poder fiscalizar deberemos tener un registro único de 
vehículos y de conductores, una libreta única y, también, procedimientos similares para otorgar las libretas y 
controlar el estado de los vehículos. Todos estos elementos van a presionar e incidir en el costo del seguro. 
Aquí se busca reparar el daño que van a generar las lesiones, pero nuestra experiencia como aseguradores nos 
dice que mucho mejor que reparar el daño es evitar que se produzca el siniestro. Entonces, si no 
incorporamos la ley como la solución para lo que inevitablemente va a suceder -porque siempre habrá 
accidentes-, y no lo inscribimos en un contexto en donde exista un control, vamos a terminar con una 
situación como la que describíamos hoy: haciendo un subsidio desde quienes tienen seguro a quienes no lo 
tienen. De esta forma, se generará insatisfacción frente a la expectativa de la gente que pensará que como 
ahora el seguro es obligatorio los costos serán menores, pero se dará cuenta de que después se les subirá la 
póliza a los asegurados y a quienes tienen voluntad de pagar un seguro. 


Entonces, además de compartir lo establecido en el artículo 19 en cuanto a que se distribuye entre las 
compañías aseguradoras el costo generado en esas situaciones, pensamos que se debe acompañar con 
medidas de fiscalización efectiva y condicionar la entrada en vigencia de ese artículo en particular si se 
lograra un alto porcentaje de gente asegurada. Es decir, a modo de ejemplo, los inspectores municipales de 
todos los departamentos podrían ir controlando y cuando entendieren que el 90% de todo el país tiene seguro, 
quedaría habilitado ese artículo. Eso daría garantías para el funcionamiento del sistema, que sería estable, 
normal y no tendría ningún problema. Pero si se da la situación actual que el 40% o el 45% de la gente no 
tiene seguro, esto se va a volver muy complicado. 


En Argentina hay una ley y funciona mal; tiene varios problemas porque no hay un buen mecanismo de 
fiscalización. 


Por otro lado, realmente el país puede mejorar mucho en materia de prevención de accidentes de tránsito y de 
reducción de las consecuencias de dichos accidentes. Hay terreno para ganar ahí y sería bueno hacer un 
movimiento que abarque todos esos aspectos. Sobre ese artículo hay un punto en particular que ya es un poco 
más específico pero que también vale la pena señalar, y es que la distribución entre las compañías 
aseguradoras de los casos en que no hay seguro se haga en proporción a la cantidad de seguros obligatorios 
que vendió cada compañía y no a la cantidad de pólizas que cada compañía tenga. Porque si no, por ejemplo, 
nosotros podríamos no vender seguros obligatorios de responsabilidad civil -no va a suceder- y tener la 
mayor parte de esos casos porque tendríamos la mayor cantidad de pólizas, lo cual sería una contradicción. 
Entonces, hacemos esa precisión con relación al tercer párrafo del artículo 19; que la distribución se haga en 
proporción a la cantidad de pólizas del seguro obligatorio de responsabilidad civil. 


SEÑOR YOUNG.- A título aclaratorio, quiero decir que este artículo es el 19 en el proyecto que nos 
enviaron pero es el 21 en el proyecto que tiene media sanción. 


SEÑOR VILARÓ.- Sí, tiene algunas diferencias. 
(Dialogados) 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Debo reconocer que tengo cierta confusión con los textos. El que tenemos 
nosotros en la Comisión de Transporte, que se desarchivó, es el de la Carpeta 348/2000. Habla de 
accidentes de tránsito y establece la obligatoriedad del seguro de responsabilidad civil para vehículos. 
Es decir, este sería más completo que el que estamos analizando. El de la Carpeta 131 es muy anterior - 
tengo aquí el nombre de los señores Diputados que lo firman- y realmente, como ustedes plantean, 
tiene sus incompetencias ciertas. Pero yo quisiera saber cuál es la opinión de ustedes acerca del que 
nosotros habíamos establecido para estudiar, que en realidad estamos recordando -yo lo firmé en el 
Período pasado- y que está en la Carpeta 348/2000. Quisiera que me ayudaran para ver dónde estamos 
parados. 


Reitero: si fuera este que se refiere a los accidentes de tránsito, donde se editan normas para su prevención y 
se establece la obligatoriedad del seguro de responsabilidad civil para vehículos, estaríamos viendo un 
proyecto más completo que abarcaría las dudas que tienen ustedes. 


(Dialogados) 


SEÑOR VILARÓ.- Ese no fue el que nosotros estudiamos para esta instancia. Reitero que el que el año 
pasado había llegado a tener sanción en la Cámara de Diputados era el otro. Este texto tiene muchos 
artículos redactados sobre el Banco de Seguros, porque fue presentado por el Banco años ha en el 
Parlamento y en lugar de hablar de las empresas aseguradoras habla del Banco de Seguros, pero hoy 
en día la situación es distinta. Este es un texto pensado en un contexto de monopolio, y el otro es 
redactado en un contexto de competencia. Entonces, el problema que yo estaba señalando tampoco se 
soluciona con este, porque en el contexto de monopolio esto no es tan relevante ya que, en definitiva, lo 
íbamos a cobrar todos nosotros. Pero en el contexto de competencia es bien relevante cómo se maneja y 
cómo se distribuye, porque si ahí queda un vacío y hay una masa de no asegurados muy importante, lo 
más seguro es que las empresas empiecen a decir que no venden la póliza y empiecen a oponer 
cualquier tipo de dificultad, real o inventada, para no venderla, porque de lo contrario van a tener una 
gran cantidad de no asegurados y van a tener dificultades. Por eso digo que es muy importante lograr 
generalizar el seguro y buscar los mecanismos de fiscalización porque, de lo contrario, se va a volver 
muy difícil la práctica y va a existir un gran descrédito. 


Trabajamos sobre este texto aunque tal vez, hubiera sido más correcto hacerlo sobre el que nos mandó la 
Comisión, pero tendríamos que haberlo reformulado todo o haber planteado muchas de las cosas que ya 
venían trabajadas del año pasado. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- A la luz de los consejos que nos dan los señores del Banco, todo indicaría que 
tendríamos que hacer un estudio de ambos textos, en el ámbito competente de asesores, para poder 


rearticular este planteo y así enviárselos nuevamente como borrador, para tener una contribución de 
ustedes. Es evidente que esto es sumamente necesario y todo el mundo lo pide a gritos. 


Esa es mi opinión; estamos abocados a empezar a trabajar rápidamente con ambos, tomando en cuenta lo que 
dice el Presidente en la versión taquigráfica con referencia al eje principal de modificación que tiene que 
existir. Creo que no sería ocioso que se explicitara un poco más por parte de ustedes, a los efectos de 
redondear el tema. 


SEÑOR LENS.- En todos los proyectos se incluye una causal de exclusión para la víctima, que es la 
culpa grave. Por nuestra experiencia, sabemos que resulta muy difícil precisar el concepto jurídico y 
aplicarlo. Ello determinaría que, por ejemplo, una compañía pueda entender que una persona que 
cruza por la mitad de la calle y resulta embestida, es culpable, por lo que no sería indemnizada; otra 
compañía podría considerar que si una persona cruza distraída, mirando hacia otro lado, o si cruza 
con la luz roja, también es culpable. Es decir, será una permanente fuente de conflictos. 


Nuestra sugerencia, para evitar una serie de circunstancias conflictivas con las víctimas o los causahabientes, 
es que solo se establezca el dolo como excepción y que se cubra a absolutamente todos los accidentes de 
tránsito, sin discriminar la incidencia causal que pudo haber tenido la víctima en la producción del siniestro. 


Ese elemento se encuentra en todos los proyectos, y será una permanente fuente de conflictos. Ante esa 
situación, las compañías aseguradoras vamos a cuestionarlo, por lo que se puede generar una situación que 
escapa a la finalidad de la ley, que es de carácter tuitivo. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- ¿Se refiere solo en caso de fallecimiento o también de lesiones? 


SEÑOR LENS.- También de lesiones. 


SEÑOR VILARÓ.- Lo importante es que este seguro funciona como una responsabilidad civil objetiva, 
sin entrar al análisis de la culpa. Entonces, si el juez está interviniendo, la aseguradora tratará de 
oponer la culpa grave, la contraparte dará sus argumentos y el juez decidirá. Pero como esto tiende a 
funcionar en forma automática, al determinarse la culpa grave por parte del asegurador, se cerrará el 
caso. Por lo tanto, mejor sacar esa cláusula, para no generar un elemento de descrédito sobre el seguro 
obligatorio. 


SEÑORA VIDAL.- Estoy en el llano -como se dice-, a cargo del departamento que atiende los 
siniestros. 


Estamos viendo con este proyecto que en la medida en que las cosas no queden debidamente explicitadas, a 
la hora de liquidar un siniestro, siempre será materia de conflicto. Al tratarse de un seguro obligatorio, el 
volumen de reclamaciones que vamos a atender las compañías de seguros seguramente se va a incrementar 
mucho. Entonces, si tenemos algo que sea sumamente objetivo, preciso y que no dé lugar a la intervención de 
los abogados -aclaro que soy contadora- o a que haya dos bibliotecas, la indemnización prácticamente será 
automática, sin dar lugar a controversias. 


De alguna manera, ello también será un beneficio para las compañías de seguros desde el punto de vista de la 
imagen comercial que pueden llegar a trasmitir a sus clientes y a quienes no lo son; no debemos olvidar que 
un reclamante siempre es un potencial cliente. En la medida en que se ingrese una reclamación y no haya 
lugar a dudas, teniendo simplemente que pagarla, se facilitará el trámite y, a su vez, permitirá que los 
ciudadanos se encuentren mucho más satisfechos con la ley, sin surgir aquello de que ese era el espíritu del 
legislador, pero en realidad no quedó debidamente explicitado, dando lugar a controversias. Entonces, ¿para 
qué dicen que hay un seguro obligatorio que va a cubrir todo si después no ampara a los lesionados? 


SEÑOR CASTRO.- Voy a señalar algunos puntos que todos conocemos. 


Los accidentes de tránsito resultan muy costosos para el país por los lesionados y muertos. Los accidentes de 
tránsito constituyen la primer causa de muerte en los menores de 35 años en el país. Es una epidemia, pero no 


se los trata como tal. Los costos que el país tiene por esta causa son muy altos, se estima que constituyen el 
4,5% del PBI. 


A nosotros nos parece bien la creación del seguro obligatorio, con los requisitos del caso, pero no es lo único 
que hay que hacer. La diversidad de normas en el país es muy grande. No hay un Código General de 
Seguridad Vial en el país; no hay un registro único de vehículos ni de conductores. Si alguien comete un par 
de homicidios culposos en un departamento, puede sacar la libreta en otro departamento. Si bien ayudaría 
mucho a atender a las víctimas un seguro de responsabilidad civil obligatorio, que es muy importante y que 
significaría un avance importante en la legislación del país, creo que habría que pensar en otros instrumentos 
que permitan prevenir el accidente y fiscalizar y controlar a los conductores a nivel nacional, con otras 
características. 


SEÑOR BRENTA.- Quiero dejar constancia de que partimos de esa base. En el ámbito del Parlamento 
-creo que en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, porque fue una iniciativa del Ministerio 
en esta materia- hay algunas propuestas en este sentido. Aquí hay dificultades desde el punto de vista 
de las competencias del Gobierno Nacional y de los Gobiernos departamentales, lo que me parece que 
es uno de los aspectos más difíciles. Fue creada la Comisión Nacional de Control y Prevención de 
Accidentes de Tránsito, pero nunca se le asignaron recursos de ningún tipo. 


En la actualidad, hay propuestas alternativas en la línea de creación de otro ámbito en el marco de la 
Presidencia de la República para que se atienda este tema. Creo que es una cuestión a discutir. Me parece 
que, en realidad, dónde esté ubicado el tema no es el elemento central. Indudablemente, daría mayor jerarquía 
al tema; eso no está en discusión. 


De todas maneras, lo importante es ver si el país puede invertir el ciclo, revertir esta situación. Debe hacer la 
inversión primero en la línea de prevenir los accidentes y no pagar las consecuencias a posteriori. Nunca 
entendí muy bien de dónde salen las cifras, pero no tengo dudas de que son impactantes. 


Creo que durante estos años ha habido una serie de intentos y de iniciativas en ese sentido -desde el Gobierno 
municipal, sin duda-, pero la mayoría absolutamente descoordinadas entre sí. Inclusive, se han hecho muchas 
y muy diversas campañas a través de los medios de comunicación, pero todas muy descoordinadas y 
persiguiendo distintos objetivos, de acuerdo con quién las hacía; en realidad, el resultado en el cambio de las 
conductas es escasísimo. 


Me parece que esto se debería asumir como una política de Estado y que habría que ir un paso más allá y 
pensar en la posibilidad de crear un código nacional. Conozco la experiencia de Brasil en esta materia; hubo 
un debate nacional que duró uno o dos años, porque es un tema de alta sensibilidad. Creo que ha llegado la 
hora de hacerlo, porque todo el mundo es consciente de lo que el señor Castro decía. En Montevideo se han 
detectado conductores que tenían ocho o nueve libretas de conducir en el bolsillo; se pone multa y se retira la 
documentación en los casos que están habilitados. El retiro de la documentación es otro tema que también 
hay que discutir; el Parlamento aprobó la imposibilidad de retirar la documentación ante determinado tipo de 
infracciones de tránsito. Me parece que hay un enorme debate en esto, primero, porque está en juego la vida 
de la gente y, segundo, porque tiene un costo enorme para el país. Hay un gran debate en este sentido. 
Compartimos eso y, sin duda, el Parlamento debe convertirse en la caja de resonancia de esta problemática. 


SEÑOR VILARÓ.- El tema de dónde depende puede no ser menor en tanto resuelva el problema de la 
multiplicidad de las Intendencias. Es decir, en la medida en que se vuelva de seguridad pública puede 
ser más fácil unificar los mecanismos, por lo menos, los criterios. Sin duda, sin la libreta única y sin 
registro de conductores, esto no tiene buena perspectiva. Realmente hay que controlar a los vehículos y 
a los conductores para que funcione. Inclusive, la cantidad de accidentes a cubrir por el seguro de 
responsabilidad civil depende de la pericia de los conductores y del estado de los vehículos. Entonces, 
obligar a tener el seguro sin controlar las características de los vehículos, sin hacer la pericia a los 
conductores, es simplemente hacer una pequeña reparación, ya que el problema social y humano sigue 
estando presente. Aclaro que muchas veces lo que propone este proyecto no es una indemnización 
satisfactoria sino una reparación baja con respecto a los daños que se pueden causar. Esa parte 
también es importante. El proyecto que se presentó hace unos días en el Parlamento apunta a eso y da 
un marco y un contexto en el que el seguro caería como la frutilla de la torta, porque estaría todo el 
marco y el seguro operaría cuando haya accidentes; siempre los habrá pero en un contexto acotado y 


controlado. Es bueno trabajar esto en conjunto o, por lo menos, condicionar esta parte a que el otro 
esté funcionando, que será el que dé ese marco y permita controlar. 


Esta es la preocupación que tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente nos pondremos en contacto otra vez, ya que hubo cierto 
desencuentro en esta parte por la mucha actividad en estos últimos días. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


